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Revitalización e infraestructuras de transporte. 
Notas preliminares 
Mario Avellaneda González

Una visión general sobre la revitalización indica que esta puede resultar 
de una asociación directa entre el crecimiento de la ciudad en vertical, o el 
modelo de ciudad vertical, y la calidad del espacio público, en una situación 
en la que las ventajas sociales y ambientales que adquiere la ciudad se vin-
culan también con su viabilidad económica (Bartorila y Rosas Lusett, 2018).

En función de sentar un marco conceptual sobre la revitalización urbana, Tello 
Campos (2017) señala que esta se encuentra fuertemente ligada a los niveles 
de desarrollo y calidad de vida de un lugar, y presenta un enfoque en el que la 
revitalización se define y cobra sentido a partir de las acciones de movilidad 
humana (movilidad residencial, migración e intramigración) y de sus impac-
tos en la ciudad, considerando que los cambios en el crecimiento urbano, en 
términos de residentes, definen o determinan los niveles de revitalización 
urbana y de calidad de vida. Para este autor, la revitalización urbana implica 
acciones de mejoramiento en la “sustentabilidad residencial” (p. 15), a partir 
de iniciativas municipales que buscan responder a las necesidades de desa-
rrollo de las comunidades locales mediante programas y políticas urbanas.

En este orden de ideas, toda acción de revitalización, si bien está acompañada 
por la rehabilitación residencial, también implica una rehabilitación comercial 
con impacto en los impuestos catastrales y en las rentas; como corolario de 
ello, se observan dinámicas que pueden concluir en el desplazamiento de 
residentes a partir de valores y hábitos de consumo impuestos e introducidos 
por una nueva clase sociocultural que empieza a cohabitar con los residentes 
locales tradicionales (Tello Campos, 2017).

Desde un enfoque latinoamericano, la revitalización urbana ha adquirido un 
lugar protagónico en la agenda de las ciudades desde las últimas décadas 
del siglo xx, como un mecanismo para abrir camino a la agenda del desarrollo 
(Zancheti, 2007). De acuerdo con Zancheti (2007), la revitalización urbana 
surge en respuesta al desempeño fallido de los proyectos de renovación 
desarrollados entre 1960 y 1970, los cuales requerían “grandes volúmenes 
de inversión provenientes de fuentes externas a la ciudad, la sustitución de 
las estructuras urbanas consolidadas y, sobre todo, la remoción de las pobla-
ciones pobres y de los pequeños negocios de las áreas de intervención” (p. 77). 
Asimismo, la revitalización también emerge como respuesta a la crisis de los 
modelos de financiamiento del desarrollo urbano, fuertemente dependientes 
de los Gobiernos centrales, situación que se transforma de manera sustantiva 
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a partir de los cambios profundos asociados al traspaso de responsabilidades 
de los Gobiernos centrales a los Gobiernos locales (Zancheti, 2007). 

En consecuencia, los países de la región han atestiguado nuevas formas de 
financiamiento y gestión de la revitalización urbana, en donde se contemplan 
estrategias como “la formación de articulaciones de actores económicos y 
políticos locales y nacionales para sociedades público-privadas” (Zancheti, 
2007, p. 78), en un entramado de acciones que si bien opta por la reutiliza-
ción de estructuras urbanas existentes en áreas consolidadas, también busca 
incrementar y fortalecer procesos económicos a partir de la generación de 
empleo y renta y la inversión en espacio público (Zancheti, 2007). Toda esta 
gestión supone un “rediseño de la economía urbana […], buscando maximizar 
la utilización de los recursos locales existentes como medio de aporte de 
recursos financieros externos” (Zancheti, 2007, p. 90), en donde se asumen 
características supralocales; es decir, los proyectos urbanos terminan supe-
rando la escala municipal, para alcanzar una metropolitana, regional o global. 

En Bogotá, nociones afines a la revitalización urbana han ocupado un lugar 
central en la esfera pública y en los debates técnicos y políticos de los últi-
mos años (Pérez Fernández, 2015). Para Pérez Fernández (2015), en la ciu-
dad han tenido lugar cuatro olas de transformación, particularmente en el 
centro urbano, las cuales han marcado diferentes fases de la planeación y de 
la política urbana (figura 1). Destaca, hacia finales del siglo xx, el surgimiento 
y la participación de nuevos actores —empresas u operadores urbanos— en 
procesos de coordinación de proyectos de renovación para la ciudad, así 
como la consolidación de un marco institucional orientado a la atracción 
de capital privado para la renovación de zonas deterioradas; sin dejar de 
plantear, a su vez, la cuestión de “hasta qué punto la política de renovación 
[ha favorecido] principalmente a los grandes inversionistas y constructores” 
(p. 29), y sentando alertas sobre proyectos y procesos gentrificadores en 
la ciudad como resultado de intervenciones de renovación centradas en el 
desarrollo inmobiliario.

Más recientemente, la agenda de la ciudad pone en marcha una nueva estrate-
gia de desarrollo urbano a través de los Proyectos de Renovación Urbana para 
la Movilidad Sostenible (prums), definidos como “aquellos que se desarrollan en 
torno a los componentes del espacio público para la movilidad y las redes de 
transporte […] con el objetivo de mejorar las condiciones urbanísticas y aprove-
char las oportunidades generadas por la construcción y entrada en operación 
de los sistemas de transporte urbano” (Decreto 555 de 2021, artículo 163). Así 
bien, los prums están orientados a perseguir una doble finalidad estratégica: 1) 
lograr la correcta inserción de las infraestructuras de transporte en el entorno 
urbano —es decir, revitalizar estas áreas y aprovechar las condiciones de la 



Debates de Gobierno Urbano, n.° 37, 2026

9

salida masiva de personas de estos sistemas para mejorar la actividad en la 
calle y en primeros pisos—, y 2) buscar la generación de recursos para el sector 
público y flujos de caja sostenibles a lo largo del tiempo.

Guiar un desarrollo urbano que prevenga la gentrificación y el desplazamiento, 
en el marco de los prums y las nuevas apuestas de ciudad, exige que la nor-
mativa que rige dichos programas se aplique de manera articulada con lo 
establecido por el Plan de Ordenamiento Territorial (pot) en materia de protec-
ción a moradores. Resulta crucial entender que este instrumento no debería 
ser solo un nuevo mecanismo que habilita suelo para negocios inmobiliarios 
privados, si no que más bien, partir de este instrumento, el sector público 
debería participar activamente en el desarrollo inmobiliario en cumplimiento 
de los distintos fines inherentes a la función pública del urbanismo.

Figura 1. Olas y fases de la planeación y la política urbana de Bogotá

Fuente: elaboración propia con base en Pérez Fernández (2015) 

Ahora bien, como lo plantea Velandia Clavijo (2015), a diferencia de un enfo-
que de renovación en el que se transforma y optimiza el suelo de áreas cen-
trales —donde habita población con redes sociales y una larga tradición de 
asentamiento, existen inmuebles patrimoniales abandonados o en mal estado, 
deterioro urbano en general y una deficiente oferta residencial— se propone 
un enfoque de revitalización, con miras al crecimiento futuro de la ciudad, que 
involucre el territorio con las comunidades, buscando que actividades como la 
vivienda se desarrollen y retornen a estas áreas, evitando el desplazamiento de 
la población por la cualificación del espacio urbano y la llegada de actividades 
más rentables. 
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Ante la pregunta de qué territorios pueden ser renovados, Velandia Clavijo 
(2015) señala que Bogotá, en aras de consolidar información para la formu-
lación de políticas urbanas, ha desarrollado estudios en los que ciertos crite-
rios de movilidad resultan determinantes para la definición de los territorios 
a renovar; entre ellos, los tiempos de desplazamiento, los tiempos de acceso 
a los sistemas de transporte masivo, así como las distancias a los centros de 
empleo1. Asimismo, reconoce que los proyectos de construcción y amplia-
ción de infraestructuras, al igual que la ejecución de grandes proyectos de 
movilidad (Transmilenio, Metrocable o Metro), son determinantes al momento 
de ofrecer oportunidades de renovación urbana, de desarrollo orientado al 
transporte e, incluso, de oferta de vivienda. 

En línea con lo anterior, Cortés Villafradez y De la Peña Cárdenas (2019) señalan 
que la inversión en infraestructura de transporte, a partir de la construcción 
de carreteras, ferrocarriles, puertos y aeropuertos, ofrece a los países mayores 
oportunidades de desarrollo y de competitividad en los mercados internacio-
nales, en tanto que “la infraestructura es transversal a todos los sectores de 
la economía y posee las características de un bien público” (p. 280).

En términos generales, los grandes proyectos o megaproyectos de infraestruc-
tura generan tensiones institucionales significativas, en tanto se caracterizan 
por ser iniciativas de desarrollo público con largos tiempos de ejecución y pre-
supuestos amplios; involucran la participación de diversos actores públicos y 
privados; y conllevan la incorporación de complejidades tecnológicas, jurídicas 
y ambientales (Abedrapo, 2011). Una aproximación cuantitativa a la definición 
de megaproyecto de infraestructura, según Abedrapo (2011), establece que 
se trata de una “inversión superior a los mil millones de dólares” (p. 2); no 
obstante, esta medida debe leerse y valorarse en función de los contextos 
económicos en los cuales se desarrollan las obras. Para el autor, “una concep-
ción cuantitativa puede ser aplicable de manera más general si [se considera] 
el monto de la inversión en función de algún parámetro objetivo, como puede 
ser el pib de la economía en la cual se realiza” (p. 2).

Puntualmente, la infraestructura de transporte —definida como aquella que 
permite la prestación de servicios de transporte en todas sus modalidades— 
cumple un objetivo fundamental al conectar e integrar regiones y sociedades 
teniendo fines económicos, sociales o geopolíticos (Abedrapo, 2011). Para De 
Rus et al. (2003) y Vásquez y Bendezú (2008) (citados en Abedrapo, 2011), la 

1    Más recientemente, se destaca que la agenda de la ciudad ha incorporado, como líneas de acción para 
la planeación territorial y la toma de decisiones, los temas de cuidado, movilidad del cuidado y bienestar 
de las personas cuidadoras.
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infraestructura de transporte conforma un conjunto de activos de uso público 
costoso, cuyos usos presentan alternativas limitadas.

Retomando lo expuesto, la idea de que la infraestructura de transporte con-
tribuye a la competitividad de los países se explica, según Cortés Villafradez 
y De la Peña Cárdenas (2019), a través de tres aspectos: 1) al estimular las 
redes y servicios de comercio nacional e internacional mediante la reducción 
de tiempos y costos de transporte; 2) al influir o promover la interacción entre 
actores económicos, facilitando el acceso a mercados más amplios, y 3) al 
permitir la conexión entre regiones y, con ello, el impulso a otros servicios 
como la educación o la salud. Por su parte, el Banco de Desarrollo de América 
Latina y el Caribe (caf) (2019) reconoce que el mejoramiento y desarrollo de 
la infraestructura de transporte contribuye al aumento de la productividad, 
incentiva el comercio, fortalece el desarrollo empresarial y promueve la diversi-
ficación económica. Como puede conjeturarse, la falta de infraestructura física 
de transporte, considerando los elevados costos asociados al mejoramiento de 
la calidad de los servicios de transporte, los tiempos de ejecución y el estado 
de carreteras, puertos, ferrocarriles y aeropuertos, influye directamente en 
la capacidad productiva y la competitividad de los países. Esta insuficiencia 
incide de manera decisiva en el funcionamiento de los sistemas y redes de 
comercio nacional e internacional y, en consecuencia, en los procesos de desa-
rrollo de los países (Cortés Villafradez y De la Peña Cárdenas, 2019).

La eficiencia y eficacia de los sistemas de transporte urbano, según Brichetti 
et al. (2021), “dependen de características locales como la densidad de las 
ciudades, su morfología y geografía o la ubicación de nodos para el acceso a 
los trabajos y centros educativos y de salud” (p. 52). En América Latina, la baja 
calidad de los servicios de transporte —medida en términos de frecuencia, 
seguridad y fiabilidad— ha limitado los avances en los últimos años. Aunque en 
las principales ciudades de la región el acceso físico a los servicios es relativa-
mente amplio, pues las estaciones suelen ubicarse a distancias razonables de 
las viviendas, la calidad puede ser tan deficiente que ello explica la preferencia 
creciente por soluciones de transporte privado. Paralelamente, el crecimiento 
urbano en área y densidad ha incrementado las distancias caminables (agra-
vadas por la falta de infraestructura peatonal) y ha reducido la conectividad 
entre las periferias urbanas y las áreas metropolitanas con los centros urbanos 
(Brichetti et al., 2021). 

En cifras, los tiempos de viaje promedio en las ciudades del continente alcan-
zan los 77 minutos, aun cuando las distancias recorridas son relativamente 
cortas: en promedio, casi dos kilómetros menos que en ciudades de países 
con economías más avanzadas cuyos tiempos de viaje son de 65 minutos 
aproximadamente (Brichetti et al., 2021). El mismo estudio estima que, para 
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cerrar las brechas en infraestructura en América Latina y el Caribe, la región 
debería invertir aproximadamente 222 376 millones de dólares en infraes-
tructura de movilidad urbana hacia 20302, con el fin de que las ciudades de 
más de 500 000 habitantes alcancen un desempeño deseable en términos 
de cobertura y calidad del servicio de transporte y movilidad, comparable al 
de las ciudades con mejor desempeño del continente. Esta proyección se 
plantea “en un escenario costo-efectivo basado fuertemente en brt [autobús 
de tránsito rápido]” (p. 52). Otras estimaciones señalan que la región requiere 
976 088 millones de dólares, de los cuales 548 266 millones se destinarían a 
la construcción de nueva infraestructura peatonal, aeroportuaria y de trans-
porte público, mientras que 427 822 millones, al mantenimiento de las redes 
existentes y al reemplazo de activos que han llegado al final de su vida útil 
(Brichetti et al., 2021).

Como estrategias puntuales para la solución de problemas en materia de 
transporte y movilidad, Brichetti et al. (2021) proponen que estas no deben 
provenir únicamente de la inversión o de la inyección de recursos —consi-
derando que la construcción de nueva infraestructura no siempre consti-
tuye la solución más eficiente y sostenible frente a problemáticas como el 
tráfico y la congestión—, sino también de la implementación de políticas de 
gestión de la demanda. Tales políticas incluyen medidas como los cobros por 
congestión o la restricción del estacionamiento en vía pública, orientadas a 
disminuir el uso de vehículos privados y, con ello, la presión sobre la infraes-
tructura existente. Propuestas más concretas, que fortalecen la necesidad de 
sistemas de transporte masivo de calidad, tecnológicamente avanzados, con 
buena conectividad e intermodales, plantean que el desafío consiste en opti-
mizar el diseño y desempeño del transporte mediante tecnologías autónomas 
que mejoren la seguridad, reduzcan costos y enriquezcan la experiencia de 
los usuarios, proporcionando información en tiempo real sobre las flotas en 
circulación y el estado de la infraestructura. En otras palabras, se busca mejo-
rar la predictibilidad del sistema y lograr que sea más sensible a la demanda 
(Cavallo et al., 2020).

Al enfocarse en el gobierno de las ciudades, y en respuesta a los desafíos en 
materia de transporte en sus dimensiones financieras, políticas e institucio-
nales, Cavallo et al. (2020) señalan la necesidad de fortalecer la coordinación 
y la interacción entre los distintos niveles de gobierno en diversos frentes y 
bajo un enfoque secuenciado, no solo desde el sector transporte, sino, espe-
cialmente, desde la planeación de los usos del suelo. Para los autores, el trans-
porte y el ordenamiento del suelo son elementos cruciales para contener la 
expansión territorial y reducir las distancias a recorrer por los vehículos como 

2    Para Colombia la cifra se estima en 25 741 millones de dólares.
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consecuencia de dicha expansión. Todo ello debe partir de la consideración de 
las densificaciones posibles en determinadas localidades, de la infraestructura 
específica requerida y de las oportunidades de captura de valor derivadas de 
las mejoras en los sistemas de transporte3.

En esta línea, y a partir de la experiencia latinoamericana, Abedrapo (2011) 
señala la necesidad de orientar la ejecución de los grandes proyectos de 
infraestructura hacia la disminución de “la discrecionalidad política y el tra-
tamiento de los megaproyectos a puertas cerradas” (p. 31), con el fin de ase-
gurar procesos más adecuados de toma de decisiones y de ejecución. Como 
expone el autor, detrás de los grandes proyectos de infraestructura suelen 
existir intereses que no necesariamente se alinean con los objetivos y nece-
sidades públicas. Ello resulta especialmente relevante si se reconoce que los 
grandes proyectos de transporte urbano, como bien argumenta el autor, tienen 
un impacto territorial significativo que, a su vez, transforma la propia industria 
del transporte y es capaz de generar y articular nuevos escenarios de política 
urbana “que posiblemente estaban fuera del alcance de los tomadores de 
decisión al momento de definir la realización de los mismos” (p. 12). La figura 
2 describe algunos tópicos propuestos por Abedrapo (2011) necesarios para 
llevar a cabo una adecuada gestión institucional en el desarrollo de grandes 
proyectos de infraestructura.

Figura 2. Elementos a considerar para una adecuada gestión institucional en el desarrollo de 
grandes proyectos de infraestructura

Fuente: Elaboración propia con base en Abedrapo (2011).

3    Las reflexiones de los expertos se pueden consultar en la transmisión: https://www.youtube.com/
watch?v=GspOkb0BUbs
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Mesa de expertos. Revitalización urbana e infraestructuras 
de transporte

El 3 de diciembre de 2025, el Observatorio de Gobierno Urbano del Instituto 
de Estudios Urbanos de la Universidad Nacional de Colombia llevó a cabo 
la mesa de expertos denominada “Revitalización urbana e infraestructuras 
de transporte”, en la cual se planteó un debate en torno a las principales 
oportunidades y desafíos que enfrentan las ciudades al articular procesos 
de revitalización urbana con infraestructuras de transporte, las contribucio-
nes de la infraestructura de transporte a la mejora de la calidad urbana, así 
como los principales desafíos institucionales y financieros para implementar 
proyectos de revitalización urbana vinculados al transporte .

Para debatir sobre estas temáticas, se contó con la participación de los 
siguientes expertos: 

1.	 Liliana María Ospina Arias (Colombia). Viceministra de Infraestructura 
del Ministerio de Transporte de Colombia. Arquitecta con Maestría en 
Urbanismo de la Universidad Nacional de Colombia y estudios en Ges-
tión de Operaciones Urbanas Estratégicas de la Pontificia Universidad 
Javeriana. Ha complementado su formación con experiencia docente 
en programas de posgrado y pregrado en universidades Nacional de 
Colombia, de Los Andes, del Rosario, de América y Piloto, en temas de 
políticas de suelo, vivienda, movilidad, espacio público, ordenamiento 
territorial e instrumentos de financiación urbana.

2.	 Valeria Gruschetsky (Argentina). Historiadora (Universidad de Buenos 
Aires), doctora en Historia (utdt) e investigadora del Conicet en el Insti-
tuto de Estudios sobre la Ciencia y la Tecnología de la Universidad Na-
cional de Quilmes. Su trabajo se centra en la historia urbana y territorial 
del siglo xx, con énfasis en infraestructuras viales, movilidad y políticas 
públicas; ha publicado artículos en revistas indexadas y capítulos en 
volúmenes especializados. Es profesora adjunta de la carrera de Arqui-
tectura de la Escuela de Hábitat y Sostenibilidad de la Universidad Na-
cional de San Martín y docente de posgrado en diversas universidades. 
Dirigió junto a Carla del Cueto la investigación histórica y la escritura 
del libro Vialidad Nacional. 90 años conectando caminos (2023) para la 
Dirección Nacional de Vialidad, es coeditora de Pensar las infraestruc-
turas en Latinoamérica (2021) y coautora de Infraestructura y Estado. 
Episodios de la modernización territorial argentina (2024).

3.	 Andrés Borthagaray (Argentina). Doctor en Geografía y Ordenamiento 
Urbano, Sorbonne Nouvelle, Paris III, Diploma Internacional en Admi-
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nistración Pública, École Nationale D’Administration, arquitecto con 
posgrado en la ena de Francia. Especialista en planificación urbana, 
movilidad y políticas públicas. Actual director de la Maestría en Susten-
tabilidad en Arquitectura y Urbanismo en la Facultad de Arquitectura, 
Diseño y Urbanismo (uba). Profesor invitado en diversas universidades 
internacionales y con amplia experiencia en gestión pública y consul-
toría en América Latina y Europa.

 
Infraestructuras de transporte: oportunidades y desafíos para la 
revitalización urbana  
Liliana María Ospina Arias

A partir de las experiencias en materia de transporte que se han venido ges-
tando desde el Gobierno nacional, resulta pertinente señalar algunas premisas. 
En primer lugar, desde el sector transporte del Ministerio se ha planteado que 
la infraestructura no solo conecta dos puntos de manera eficiente, sino que 
articula propósitos: acerca a la población a oportunidades de empleo y a ser-
vicios sociales como la salud y la educación. Asimismo, permite, en contextos 
más amplios —no exclusivamente urbanos—, el acceso a territorios apartados 
y el disfrute de la plataforma ambiental y paisajística del país. En este marco, 
la agenda del Gobierno nacional concibe la infraestructura de transporte como 
un medio de transformación del territorio y no como un fin en sí mismo. En 
consecuencia, la infraestructura se entiende como una herramienta clave para 
promover el desarrollo territorial, así como la justicia y la equidad territorial.

En este contexto, pueden identificarse tres ideas clave que deberían consoli-
darse en la memoria colectiva. La primera, como ya se ha señalado, consiste 
en comprender la infraestructura como un medio y no como un fin, orientado a 
transformar positivamente el territorio y a acercar a la población a las oportu-
nidades. En segundo lugar, se destaca la coordinación institucional como una 
“gran obra invisible”, que supone sincronía normativa, articulación financiera y 
una gestión pública capaz de impulsar procesos de transformación. Finalmente, 
en un plano más concreto de la discusión sobre los entornos urbanos, cobra 
relevancia la capacidad de movilizar el suelo como un activo estratégico para 
financiar la transformación, de modo que este se convierta en un potencial de 
desarrollo y vitalidad urbana, así como en una fuente de generación de valor 
y riqueza.

En relación con las oportunidades y los desafíos que enfrentan las ciudades 
para articular los procesos de revitalización urbana con la infraestructura de 
transporte, se considera, por un lado, que la infraestructura, a través de la inver-
sión pública, no solo posee el potencial de construir sistemas de transporte más 
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eficientes, sino que además contribuye a la configuración de mejores ciudades 
y territorios. En este sentido, cuando el Estado invierte recursos públicos en 
infraestructura de transporte se genera un beneficio concreto en términos de 
mejora de la calidad de vida de los habitantes a los que conecta y, a su vez, 
se produce una transformación del territorio, el cual responde positivamente 
mediante cambios en sus dinámicas socioeconómicas a partir de la construc-
ción de dicha infraestructura.

Concretamente, en el contexto urbano, cada vez que se construye una esta-
ción de transporte público —ya sea de metro, brt o incluso un aeropuerto— se 
configura una centralidad urbana. Esto implica la confluencia de dinámicas 
que propician la mezcla de usos del suelo, derivadas de una mayor interac-
ción entre personas. En este proceso, áreas predominantemente residenciales 
suelen experimentar la incorporación de usos comerciales, ya sea por iniciativa 
pública o privada, así como la llegada de nuevos equipamientos destinados a la 
prestación de servicios sociales, tales como universidades, hospitales, centros 
culturales o centros de integración social.

En contextos de sistemas de transporte troncalizados, como los brt o los sis-
temas férreos, en los que no existen paradas en cualquier punto del trazado, 
sino estaciones fijas de intercambio de pasajeros, estos nodos adquieren un 
papel estratégico como hitos urbanos que generan valor en el suelo de las 
áreas donde se implantan. La experiencia muestra que los principales puntos 
de intercambio asociados a la construcción de infraestructura de transporte 
—especialmente en sistemas troncalizados— producen efectos directos sobre 
el mercado inmobiliario, expresados en procesos de densificación; la cual se 
manifiesta no solo en áreas residenciales, impulsada por una mayor demanda de 
localización cercana a sistemas de transporte público eficientes, sino también 
en una mayor concentración de actividades productivas, resultado de la com-
petencia entre distintos actores por ubicarse en espacios de alta interacción.

Por lo anterior, es frecuente observar la implantación de grandes centros 
comerciales, torres de oficinas y edificios de usos mixtos, lo cual, además de 
generar dinamismo económico, se traduce en un aumento de los precios del 
suelo en estos sectores. Este fenómeno constituye no solo una oportunidad 
para la revitalización urbana y la activación de dinámicas socioeconómicas 
relevantes, incluida la generación de nuevos empleos, sino también una posi-
bilidad para movilizar las mayores rentas que surgen de la competencia entre 
los actores del mercado, reflejadas en valores del suelo superiores a los exis-
tentes antes de la construcción de la infraestructura de transporte. En este 
sentido, dichos incrementos en los precios del suelo representan una oportu-
nidad para captar y redistribuir los excedentes o rentas del suelo en beneficio 
de la colectividad.
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Este potencial resulta especialmente relevante en la medida en que la movi-
lización de las mayores rentas del suelo puede orientarse a la financiación 
de sistemas de transporte, la construcción de nuevas infraestructuras y su 
operación, e incluso a la inversión en ámbitos que trascienden el propio sis-
tema de movilidad y transporte.

Entre los principales desafíos de la relación entre la revitalización urbana y 
las infraestructuras de transporte se destacan la integración, así como la 
multimodalidad y la multifuncionalidad. En efecto, las nuevas centralidades 
urbanas y los hitos que comienzan a consolidarse a partir de la construcción 
de infraestructura de transporte bajo una lógica nodal generan sinergias que 
propician procesos de densificación y una mayor vitalidad urbana, favore-
ciendo la mezcla de usos de diversa naturaleza. Este escenario constituye 
una oportunidad para avanzar hacia la multifuncionalidad y para mejorar la 
eficiencia del sistema integrado de transporte público, a partir de la genera-
ción de conexiones intermodales.

En este marco, adquieren especial relevancia las redes peatonales y la calidad 
del espacio público, que deben incorporarse como componentes estructuran-
tes de un proyecto integral de ciudad. Asimismo, otros modos de movilidad 
activa, como la bicicleta o las patinetas eléctricas, cobran importancia en la 
medida en que han ganado protagonismo como alternativas en las dinámicas 
urbanas. De este modo, los entornos de intercambio asociados a los siste-
mas de transporte se convierten también en una oportunidad para promover 
la descarbonización, integrar distintos modos de transporte y articular de 
manera eficiente los desplazamientos de larga distancia con aquellos vincu-
lados a la movilidad activa y de corta distancia.

Resulta fundamental comprender que los sistemas de transporte constituyen 
elementos determinantes en la ordenación del territorio. Al detonar procesos 
de mezcla de usos y de densificación urbana, se incide directamente en la 
forma en que el territorio es ocupado y transformado. En este sentido, la 
planeación del transporte debe estar estrechamente articulada con la pla-
neación territorial, de modo que, para el caso colombiano, la formulación de 
los planes de ordenamiento territorial y de los planes de movilidad sostenible 
y segura —estos últimos exigidos para ciudades con más de cien mil habi-
tantes— se conciba como una misión compartida. En efecto, la planificación 
sectorial no puede avanzar de manera aislada de la planificación territorial; 
por el contrario, ambas mantienen una relación de simbiosis interdependiente, 
en la medida en que los sistemas sectoriales poseen un claro potencial y una 
capacidad efectiva para ordenar el territorio. Por esta razón, las políticas del 
Gobierno nacional orientadas a la articulación con las entidades territoriales, 
así como las sinergias que de ellas se derivan, son especialmente relevantes, 
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dado que las decisiones de ordenamiento territorial a escala local y regional 
deben guardar coherencia con las infraestructuras de transporte de alcance 
regional y nacional.

Profundizar en la manera en que las infraestructuras de transporte pueden 
contribuir a la calidad urbana y fortalecer la vida en el espacio público per-
mite situar la discusión en la escala del peatón y del usuario, es decir, en la 
experiencia cotidiana del espacio público asociada al uso de los sistemas de 
transporte. En este marco, se refuerza la articulación entre las políticas de 
ordenamiento territorial y las infraestructuras de transporte, en la medida en 
que es fundamental reconocer que las estaciones no son únicamente lugares 
de intercambio de pasajeros orientados a mejorar la eficiencia del sistema, 
sino también nodos que adquieren un carácter simbólico y referencial dentro 
de la estructura urbana, transformando el paisaje en función de su relación 
con el espacio público y el entorno inmediato.

De este modo, incluso personas que no utilizan directamente un determinado 
sistema de transporte pueden sentirse atraídas por estos espacios para reali-
zar actividades cotidianas, como tomar un café, leer un libro, realizar compras 
o acceder a diversos servicios. Ello pone de manifiesto que, en la medida en 
que se estructuran los proyectos de transporte, existe un alto potencial para 
generar sinergias urbanas relevantes que tienen impactos como permitir que 
cualquier ciudadano acceda a estos nodos sin que necesariamente medie el 
uso del servicio de transporte. En consecuencia, resulta clave diseñar estas 
infraestructuras desde la perspectiva de nodos urbanos y no únicamente 
desde una lógica estrictamente infraestructural.

Paralelamente, se deben considerar los intersticios, entendidos como aque-
llos trayectos que no presentan la misma intensidad de vitalidad que los 
nodos asociados a las estaciones, pero que no por ello son menos relevantes 
en la estructuración y ejecución de un proyecto de infraestructura. Estos 
intersticios, al carecer de una dinámica urbana intensa, pueden llegar a 
evidenciar procesos de deterioro, en tanto suelen ser menos transitados, lo 
que contribuye a que se conviertan en focos de inseguridad. Por esta razón, 
resulta fundamental incorporar en estos espacios actividades urbanas dis-
tintas o complementarias asociadas al sistema de transporte, de modo que, 
aun sin contar con estaciones, puedan albergar, por ejemplo, equipamientos 
deportivos o culturales, espacios públicos arborizados y de encuentro, o 
incluso usos comerciales que permitan activar tales sectores y enriquecer 
sus dinámicas urbanas.

La línea a seguir consiste en lograr que todo proyecto de infraestructura de 
transporte sea concebido, más allá de su condición infraestructural, como 
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un proyecto de ciudad, en la medida en que incorpore acciones de mejora 
urbanística orientadas a la revitalización del espacio público, a la promoción 
de economías de proximidad y al aprovechamiento económico del espacio 
público. Asimismo, estos proyectos deben contribuir a minimizar los impactos 
negativos que puede generar una infraestructura de gran escala, especial-
mente en centros urbanos consolidados, así como a mitigar, en general, las 
externalidades urbanísticas adversas que suelen acompañar el desarrollo de 
este tipo de infraestructuras.

En relación con los mecanismos de captura de valor, resulta pertinente señalar 
que, desde el marco normativo nacional, se han registrado avances significa-
tivos, como lo evidencian experiencias en ciudades como Bogotá, Medellín, 
Pereira o Cali. Estos casos ponen de relieve la importancia de implementar 
instrumentos y mecanismos orientados a la movilización de las mayores ren-
tas generadas por el incremento de los precios del suelo y por la competencia 
entre actores económicos asociada al desarrollo de proyectos de infraestruc-
tura de transporte, con el fin de que su aplicación se generalice en otras ciu-
dades del país. Entre tales instrumentos se encuentran las plusvalías urbanas, 
entendidas como aquellas derivadas de cambios normativos en materia de 
usos del suelo, que abren la posibilidad de que los municipios participen de 
los beneficios económicos resultantes.

Asimismo, cobran especial relevancia las obligaciones urbanísticas, mediante 
las cuales los proyectos inmobiliarios urbanos están obligados a generar 
espacio público adicional e, incluso, a construir infraestructuras de transporte 
asociadas, tales como estaciones, terminales o centros de transferencia, así 
como parqueaderos y estacionamientos para bicicletas. Estos mecanismos se 
inscriben dentro del conjunto de beneficios vinculados a la captura de valor. 
En este mismo marco, se destaca el Derecho Real Accesorio de Superficie, un 
instrumento innovador que actualmente se encuentra en proceso de regla-
mentación por parte del Gobierno nacional. Este mecanismo permite aprove-
char el subsuelo o el espacio aéreo de las infraestructuras de transporte para 
generar rentas permanentes a través de la construcción de vivienda, usos 
comerciales o equipamientos sociales. A partir del desarrollo de potencial 
edificatorio adicional, es posible movilizar ingresos sostenidos mediante la 
explotación económica de activos construidos tanto en el subsuelo —como 
parqueaderos o salas de cine— como en el espacio aéreo sobre estaciones, 
centros de transferencia o portales —por ejemplo, mediante vivienda, oficinas 
o equipamientos—, generando beneficios para actores privados interesados 
en explotar inmobiliaria o comercialmente estas localizaciones estratégicas. 
Dichos ingresos permanentes no solo pueden destinarse a la construcción de 
infraestructura pública, espacio público o equipamientos, sino que también 
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pueden constituir una fuente relevante de financiación para la operación de 
los sistemas de transporte.

Para finalizar, se vuelve fundamental promover la participación activa de las 
entidades territoriales en los espacios convocados por el Gobierno nacional, 
no solo para la socialización y explicación de las reglamentaciones asocia-
das al desarrollo de los instrumentos de captura de valor, sino también en 
relación con los distintos desarrollos normativos liderados a nivel nacional, 
en reconocimiento de la responsabilidad institucional de hacer partícipes a 
los territorios y a las comunidades de estos avances. En esta perspectiva, 
decisiones como la definición del trazado de una vía, la construcción de un 
nuevo corredor férreo o la localización de un aeropuerto desencadenan una 
serie de transformaciones en el ordenamiento del territorio; por ello resulta 
crucial que estas determinaciones no se adopten de manera centralizada, 
sino que, mediante procesos de concurrencia y coordinación, se articulen las 
decisiones de infraestructura regional con impacto nacional y las dinámicas 
del ordenamiento territorial. 

Esta articulación adquiere especial relevancia cuando se aborda la captura 
de valor, en tanto dichas decisiones inciden directamente en las expectativas 
de los propietarios del suelo en las áreas circundantes. A modo de ejem-
plo, la localización del nuevo aeropuerto de Cartagena en una zona rural, 
actualmente regulada como área de producción agropecuaria, transformará 
de manera sustantiva las dinámicas inmobiliarias del entorno. Es previsible 
que el Distrito de Cartagena deba modificar sus normas urbanísticas para 
permitir el desarrollo de infraestructuras logísticas, centros comerciales o 
incluso proyectos residenciales, lo que incidirá en una profunda transforma-
ción territorial. En este contexto, resultaría problemático que, ante la falta de 
coordinación entre el Gobierno nacional y la administración distrital, no se 
anticipen los mecanismos e instrumentos necesarios para capturar los mayo-
res aprovechamientos y los incrementos en los precios del suelo en beneficio 
de la infraestructura pública y social que demanda la ciudad. En conclusión, 
la articulación entre el Gobierno nacional y las entidades territoriales es fun-
damental no solo para la aplicación efectiva de los mecanismos de captura de 
valor, sino también para la armonización de las decisiones de ordenamiento 
territorial en función del desarrollo de las infraestructuras de transporte. 
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Revitalización urbana, movilidad e infraestructuras viales: tensio-
nes históricas y desafíos contemporáneos  
Valeria Gruschetsky

A partir de una mirada histórica sobre las infraestructuras, las políticas de 
movilidad y sus impactos territoriales —entre la segunda posguerra y la 
década de 1970— se evidencia cómo este tipo de análisis, realizado desde una 
perspectiva histórica, contribuye a comprender y problematizar los desafíos 
contemporáneos.

Entre la segunda posguerra y la década de 1960, los automotores se conso-
lidaron como uno de los grandes protagonistas de la sociedad de masas, en 
un proceso de alcance global. Desde esta perspectiva, se reconoce al auto-
móvil como un objeto transnacional, cuya circulación y adopción excede 
las fronteras nacionales. En el caso argentino, las políticas desarrollistas —
desde el gobierno de Frondizi hasta el de Onganía (1958-1970)— impulsaron con 
fuerza la industria automotriz y ampliaron el acceso al automóvil para nuevos 
sectores de las clases medias. La producción local creció de 33 000 unidades 
en 1959 a unas 200 000 en 1965, número que se expandió un 20 % hacia 1970. 
El parque automotor se triplicó en poco más de una década: pasó de 790 000 
unidades a 2 270 000 unidades (Asociación de Fábricas de Automotores, 1979).

Esta expansión reforzó la idea de que existía una movilidad casi irrestricta, 
siempre y cuando hubiese un camino adecuado para circular: una familia 
podía salir el fin de semana con su automóvil a disfrutar del aire libre en los 
alrededores de la ciudad. Sin embargo, esta situación que se planteaba como 
ilimitada en el imaginario social tuvo dificultades asociadas a la imposibilidad 
de un desarrollo de infraestructuras acorde a la nueva demanda. 

Este desfasaje volvió a poner en agenda la discusión sobre la construcción 
de autopistas de penetración a la ciudad, amparadas en la Ley de Autopistas 
N.º 14.385 de 1955. El contraste entre la acelerada motorización y una 
infraestructura insuficiente y atrasada dio lugar a la noción de “déficit vial” 
(una categoría que orientó diagnósticos y decisiones de política pública en 
esos años). 

En términos de infraestructura, las autopistas aparecían como la solución 
técnica más adecuada, pero su implementación distaba de ser sencilla: reque-
rían inversiones muy elevadas —tanto para su construcción como para su 
mantenimiento— y generaban fuertes impactos urbanos y sociales, ya que 
implicaban intervenir y fracturar tramas urbanas consolidadas. Además, en 
un contexto inflacionario que erosionaba los recursos, el mecanismo principal 
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de financiamiento de las obras viales, el Fondo Nacional de Vialidad, ya no 
alcanzaba para sostener el ritmo de inversiones que estas obras requerían.

En ese marco reapareció la discusión sobre el peaje como sistema de finan-
ciamiento, un debate ya presente en los orígenes de la Dirección Nacional de 
Vialidad (dnv) en los años treinta, pero descartado entonces. En 1967, durante 
la dictadura de Onganía, se sancionó la Ley de Peaje (Ley 17.520), presentada 
en el propio texto como un instrumento para financiar “grandes obras viales”. 
Si bien su aplicación efectiva fue limitada en los años ochenta y masiva en los 
noventa, su sanción tuvo un papel importante tanto en el conjunto de nor-
mas que buscó reactivar un plan vial acorde con el crecimiento exponencial 
del parque automotor como en la consolidación de la cultura automotora en 
la Argentina. Este periodo coincidió, además, con el ingreso de préstamos 
internacionales del bid, el birf o el fmi para financiar obras públicas.

Paralelamente, surgieron críticas a una modernización centrada exclusiva-
mente en la construcción de infraestructuras viales que ponían el acento en 
la velocidad y la eficiencia. Lewis Mumford y Jane Jacobs en los EE. UU. y, en 
América Latina, Julio Cortázar, con su cuento “La autopista del Sur”, llama-
ron la atención sobre los nocivos efectos ambientales, sociales y urbanos de 
este tipo de infraestructuras. Ese optimismo modernizador convivía con una 
mirada que señalaba sus límites y contradicciones. Poniendo en cuestión la 
ponderación de las carreteras, las autopistas, las playas de estacionamiento 
y los cruces de caminos por sobre otros espacios públicos necesarios para la 
vida urbana, y ya advertían que estas soluciones no resolvían los problemas 
de congestión al aglutinar más vehículos en un solo espacio.

Entonces, ¿por qué es pertinente una mirada histórica para pensar las infraes-
tructuras viales y la calidad de vida metropolitana? En primer lugar, porque las 
infraestructuras deben entenderse como producto de políticas públicas, pero 
también como instrumentos que permiten desarrollarlas. Las infraestructuras 
no son meros soportes pasivos: producen territorios, relaciones sociales y cul-
turales en tanto mediadoras de la vida social, económica, política y cultural. De 
esta manera, constituyen grandes sistemas sociotecnológicos que incorporan 
saberes científico-técnicos; son sistemas que conectan lugares distantes 
entre sí y/o actúan de barreras; suelen superponerse en el espacio formando 
redes, y controlan y distribuyen flujos de diferente tipo (personas, informa-
ción, mercancías, etc.); implican importantes transformaciones territoriales 
y ambientales; y son materialidades que suelen ser durables en el tiempo 
gracias a la inversión, el mantenimiento y la reparación (Ballent et al., 2024). 

En segundo lugar, porque los estudios históricos muestran que las soluciones 
que hoy se celebran como “exitosas” fueron, en su momento, procesos largos 
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y no lineales, atravesados por discontinuidades entre marcos institucionales 
y normativos, innovaciones técnicas, proyectos y materializaciones. En su 
diseño y realización intervienen múltiples intereses, saberes expertos y deci-
siones políticas que marcan diferentes temporalidades, y es la perspectiva 
histórica la que permite reconocer esos entramados entre las infraestructuras 
y, en este caso, la ciudad o el espacio suburbano.

Con esta mirada, cabe destacar dos casos: los proyectos, los diseños y las 
obras de la Avenida General Paz y del Acceso Norte, dos infraestructuras 
de movilidad urbana y suburbana que ameritan una indagación histórica en 
torno a los entramados entre las políticas públicas, las infraestructuras de 
movilidad, los saberes expertos y el territorio.

En el caso de la General Paz, la avenida funcionó durante treinta años como 
una avenida-parque, límite terrestre y acceso a la ciudad de Buenos Aires. Fue 
proyectada en 1938 por un equipo especial de la (dnv) que incorporó, aunque 
de manera secundaria, un diseño paisajístico al proyecto vial. El diseño integró 
una superficie importante de espacios verdes dentro de los 100 m de ancho 
en los que se ejecutó la obra, a lo largo de 24 km. Se trataba del borde de la 
ciudad, un territorio heterogéneo en cuanto a los niveles de urbanización 
donde el camino (la cinta de hormigón) logró la homogeneidad.

Tras su inauguración, se incorporaron plazas, espacios verdes, sectores de 
recreación e incluso las casitas de jardineros de estilo alpino construidas 
durante los gobiernos peronistas (1946-1955). Ese perfil se fue perdiendo 
desde fines de los años sesenta, cuando comenzaron las obras que la trans-
formarían progresivamente en una autopista. En paralelo, se desarrollaron en 
su entorno grandes conjuntos habitacionales —desde el barrio de viviendas 
General Perón en Saavedra, de trazado pintoresco (durante los gobiernos 
peronistas) hasta complejos de alta densidad como la segunda etapa del 
barrio Piedrabuena (durante los gobiernos desarrollistas)—, este último vin-
culado tanto al Plan Regulador de 1958/60 como a los planes de erradicación 
de villas de las décadas de 1960, 1970 y 1980.

La construcción de estos conjuntos de vivienda de alta densidad también 
debe leerse en relación con el proceso de transformación de la avenida que 
comenzó a fines de la década de 1960, particularmente con los proyectos 
de los nuevos intercambiadores entre las avenidas del Libertador y de los 
Constituyentes desarrollados entre 1969 y 1970. Las obras de ampliación for-
maron parte del Plan Trienal 1968-1970 de la dnv, durante el cual se avanzó y 
concluyó una serie de intervenciones —algunas proyectadas en la década de 
1940— como los accesos radiales a la Capital Federal. 
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En el caso de la Avenida General Paz, el salto decisivo llegó con la privatización 
del sistema vial en la década de 1990, con la incorporación del sistema de 
concesiones viales; es decir, así se incorporaba el capital privado. Más tarde, 
su última ampliación entre 2012-2015, terminó de consolidar su imagen actual 
de autopista. Lo paradójico es que, a pesar de todas estas transformaciones, 
hasta el día de hoy se la sigue nombrando como la Avenida General Paz. 

El Acceso Norte constituye otro caso paradigmático. Proyectado en 1940 
como parte del sistema de accesos a Buenos Aires, fue una obra de largo 
aliento: se inició en 1943, pero su finalización recién llegó en 1970. Es una vía 
estratégica de 84 kilómetros compuesta por los ramales Tigre, Garín y Pilar, 
que conectan con rutas nacionales y con cuatro de los cinco países limítrofes. 
En este sentido, era una vía con proyección internacional y, además, el tramo 
del sistema Panamericano de Carreteras que llega directamente a la Capital 
Federal. Este último aspecto le otorgó un valor simbólico que cristalizó de 
diferentes maneras: popularmente se lo denomina como “la Panamericana”, 
término que se utilizó desde muy temprano para referenciar y revalorizar los 
terrenos y proyectos que comenzaban a desarrollarse en su entorno. 

Con el avance de la obra, a lo largo de la década de 1960 comenzó a materiali-
zarse un corredor que permitía una circulación directa y segura. Esto propició 
la instalación de plantas industriales y el desarrollo de nuevos barrios subur-
banos en áreas más distantes de la capital. Las políticas de fomento indus-
trial favorecieron particularmente la expansión de empresas multinacionales 
instaladas en el país desde la década de 1920, como Ford y General Motors 
(gma), que ampliaron sus plantas y diversificaron su producción.

En el caso de la gma, si bien su segunda planta había sido ubicada en 1938 en 
un polígono del partido de San Martín, a la vera de la Avenida General Paz, 
el impulso generado por las políticas desarrollistas posibilitó su ampliación, 
a cargo del estudio sepra (Sánchez Elía, Peralta Ramos, Agostini) en 1959. 
Ford, por su parte, comenzó en 1960 la construcción de una nueva planta en 
un predio de más de cien hectáreas en General Pacheco, con el objetivo de 
incrementar su producción automotriz. Fue una de las empresas pioneras 
en instalarse en la zona, que entonces era un área descampada pero estra-
tégica: lindaba al sur con el trazado del Acceso Norte —ramal Garín y futura 
Panamericana— y al norte con las vías del Ferrocarril Mitre.

En cuanto a la dimensión urbana, el desarrollo del Acceso Norte se entrelazó 
con tres procesos simultáneos. En primer lugar, entre 1958 y 1962 se ela-
boró el primer Plan Regulador de la Región Metropolitana, que buscó ordenar 
la expansión, la zonificación de usos del suelo y la integración entre áreas 
urbanas y rurales en un contexto de promoción industrial (López-Goyburu, 
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2017). Aunque su incidencia práctica fue limitada, expresa un momento en el 
que se intentó regular el crecimiento metropolitano (Favelukes et al., 2016). 
En segundo lugar, la promesa de una vía rápida y segura hacia la capital se 
volvió un argumento de venta para inmobiliarias y desarrolladores: el “futuro 
Acceso Norte” funcionó como garantía de valorización de lotes, nuevos barrios 
residenciales y áreas fabriles. Y, en tercer lugar, especialmente en los ramales 
Garín y Pilar, el avance de la obra coincidió con políticas de fomento industrial 
que terminaron de darle su impronta. Así, el corredor y su entorno se convir-
tieron en un espacio privilegiado para la instalación de industrias, mientras 
que en los primeros kilómetros aún persistía el paisaje más pintoresco ima-
ginado en los dibujos del proyecto original.

Al finalizarse en 1970, el Acceso Norte ya era insuficiente para el volumen de 
tránsito. Su transformación en autopista se consolidó recién en la década de 
1990, con las concesiones viales y la incorporación del peaje, lo que reforzó 
su rol actual como vía de altísimo tránsito cotidiano.

Para cerrar, cabe señalar dos ideas. En primer lugar, estas obras, que a 
menudo se presentan como soluciones puramente técnicas, expresan en 
realidad procesos históricos complejos, atravesados por múltiples intereses, 
decisiones políticas y saberes expertos. La mirada de largo plazo nos permite 
reconocer esas trayectorias, sus continuidades y rupturas. En segundo lugar, 
a la fecha, diversas intervenciones viales privilegian ampliar capacidad para 
automotores por sobre políticas que integren intermodalidad, movilidad sos-
tenible o nuevas relaciones entre ciudad, tecnología y territorio. Por ello, la 
relevancia de la perspectiva histórica radica en que esta no es solo un marco 
interpretativo, sino una herramienta fundamental para pensar los desafíos 
actuales, especialmente en un contexto atravesado por la globalización, la 
sostenibilidad y la transformación tecnológica.

Infraestructuras de transporte: lecciones desde Tokio, París y 
Buenos Aires4 
Andrés Borthagaray

Una reflexión pertinente en torno a las maneras en que las infraestructuras 
contribuyen a mejorar la calidad de vida urbana y la vida en el espacio público 
puede abordarse, en gran medida, a partir del análisis de las experiencias y 
desarrollos asociados a las estaciones de transporte, así como de los desafíos 
institucionales, de gestión y financieros que enfrentan los gobiernos urbanos 

4    Esta intervención está basada en una investigación realizada en la Cátedra Michelin de la Fondation 
France-Japon de la ehess, las publicaciones citadas en la bibliografía (Borthagaray, 2023, 2024) y en la 
presentación para el seminario organizado en septiembre de 2025 por el ieu.
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en el marco de la operación de las infraestructuras existentes y del desarrollo 
de nuevas estructuras de transporte. En este sentido, se proponen tres líneas 
de reflexión derivadas de una investigación desarrollada a largo plazo sobre 
las experiencias de Tokio (Japón), París (Francia) y Buenos Aires (Argentina).

En primer lugar, el caso de Tokio resulta particularmente relevante, en tanto 
se trata de la metrópolis, hasta hace poco, más grande del mundo en tér-
minos de población, con más de 36 millones de habitantes, la cual presenta 
un funcionamiento altamente eficiente en materia de movilidad urbana. Su 
sistema de transporte se estructura a partir de una extensa red sobre rieles, 
combinada con calles caminables —generalmente angostas— y con infraes-
tructura destinada al uso de la bicicleta. La ciudad cuenta con un modelo de 
gestión y financiamiento específico, en el que participan operadores que se 
ocupan tanto del transporte como de la administración de bienes asocia-
dos. Algunas de sus estaciones se encuentran entre las de mayor tránsito de 
pasajeros a nivel mundial y suelen localizarse en áreas de muy alta densidad, 
especialmente en torno a las grandes centralidades  metropolitanas, aun-
que también es necesario considerar las densidades propias de los distintos 
suburbios atravesados por el sistema. Todo ello se articula mediante un efi-
ciente esquema de interconexión entre distintas compañías que operan en 
diferentes tramos de los recorridos.

Hacia la década de 1960, Tokio se abocó a fortalecer y ampliar la infraestruc-
tura ferroviaria en paralelo al crecimiento del parque automotor. Cabe señalar 
que, a pesar de que Japón es uno de los principales fabricantes de automó-
viles a nivel mundial, la participación del automóvil en los desplazamientos 
urbanos en Tokio se encuentra entre las más bajas, en contraste con lo que 
ocurre en muchas ciudades latinoamericanas. En este contexto, los espacios 
ubicados bajo los viaductos ferroviarios —incluidos los de los trenes bala, 
nuevas líneas troncales o Shinkansen— e incluso bajo las autopistas adyacen-
tes a las vías de dos niveles, presentan una serie de características urbanas 
particularmente virtuosas. En términos generales, estos ámbitos funcionan 
de manera adecuada, ya que no se estructuran en torno a grandes malls para 
el automóvil. En las superficies comerciales no suele haber un único operador 
y múltiples franquicias, sino que albergan un entramado de pequeños comer-
cios que contribuyen a humanizar espacios que, por lo común, suelen resultar 
sórdidos, especialmente aquellos situados bajo infraestructuras viales de gran 
escala. Se trata, en definitiva, de un tratamiento intencional de estos lugares 
orientado a mejorar la calidad urbana, en parte logrado por cuestiones de 
diseño y, como ya se ha documentado, por las condiciones de desarrollo de 
Tokio en la posguerra.
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En relación con el financiamiento y la captura de valor en Japón, el desarrollo 
de las infraestructuras ferroviarias se sustenta en gran medida en las propias 
compañías prestadoras del servicio de transporte, las cuales amortizan parte 
de sus inversiones a partir del valor generado en torno a estas infraestruc-
turas. Todo ello se desarrolla sin desconocer los desafíos derivados de una 
población con una marcada tendencia al envejecimiento.

En el caso de París, territorio históricamente marcado por la movilidad, la 
ciudad evidencia tres grandes etapas en el desarrollo de la infraestructura 
urbana sobre rieles, a partir del reconocimiento de que, tanto en el siglo xx 
como en el xxi, las redes de transporte abren territorios y hacen accesibles los 
lugares, fortaleciendo el posicionamiento y el empoderamiento de las ciuda-
des. En primer lugar, se encuentra el desarrollo del metro, entre comienzos del 
siglo xx y el inicio de la Segunda Guerra Mundial. En segundo término, la Red 
Expresa Regional (rer), desarrollada entre la década de 1970 y comienzos de 
los años 2000, que permitió articular las villes nouvelles o nuevas ciudades 
localizadas en las afueras de París. En tercer lugar, y más recientemente, se 
observa una nueva ola de construcción de gran infraestructura a partir del 
proyecto Grand Paris Express, en el cual cada estación se concibe como un 
proyecto urbano en sí mismo, con una clara apuesta por la captura del valor 
generado por la mayor densificación asociada a la mejora en la accesibilidad 
mediante el transporte público. Se trata de una estrategia urbana que con-
trasta con numerosos ejemplos del contexto latinoamericano, donde exten-
sos terrenos ferroviarios se venden con frecuencia para alimentar las rentas 
generales del Estado, sin que dichos recursos se orienten a la financiación 
de una nueva y mejor infraestructura ferroviaria.

Si bien París construyó en determinados momentos infraestructuras viales, 
como el Boulevard Périphérique y algunos accesos rápidos, nunca dejó de 
invertir en el sistema ferroviario en general, y en el metropolitano en particular. 
En la actualidad, la ciudad se encuentra, de algún modo, transformando el 
espacio destinado al automóvil y potenciando otros modos de movilidad por 
razones sociales y ambientales, con resultados más visibles en el París pro-
piamente dicho, pero también con una expansión progresiva a la Métropole 
du Grand Paris. Un ejemplo de ello es la reducción masiva de espacios de 
estacionamiento en el centro urbano. En este contexto, el espacio público 
asociado a las estaciones adquiere un rol central. Casos como el de la estación 
Bibliothèque François Mitterrand evidencian la articulación entre ingenie-
ría y arquitectura, así como los esfuerzos realizados para producir espacios 
de alta calidad urbana, atractivos en sí mismos y no únicamente concebi-
dos para facilitar el flujo rápido de pasajeros. Ello implica enfrentar desafíos 
estructurales y de ingeniería significativos, dado que en estas estaciones se 
superponen el metro, el ferrocarril y otras infraestructuras. El desarrollo de 
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una infraestructura con forma de doble orbital, de una extensión de aproxima-
damente 200 kilómetros y 68 estaciones nuevas, se combina con decisiones 
en otros planes. En este sentido, resulta relevante la adecuación específica 
de cada estación, donde se observan operaciones integrales sobre terrenos 
ferroviarios que combinan desarrollo urbano con nuevos espacios verdes y 
la producción de vivienda social.

En relación con los espacios bajo viaductos, cabe destacar que algunos de 
ellos, construidos a comienzos del siglo xx, presentan características parti-
culares vinculadas a las técnicas constructivas de la época, como el uso del 
hierro y determinadas alturas estructurales. Estas condiciones han permitido 
que, hasta la actualidad, los ámbitos situados bajo los viaductos se constitu-
yan en espacios valorizados, con presencia de barrios, mercados y estaciones 
que resultan relativamente sencillas de operar. Se trata de infraestructuras 
que han sido reinterpretadas con el paso del tiempo, incorporando nuevas 
tecnologías constructivas, aunque recuperando ciertas técnicas y lógicas 
del diseño original.

La discusión central radica en comprender que la infraestructura no debe 
concebirse únicamente como un soporte técnico, sino también como un pro-
grama y una concepción integral sobre los distintos usos del espacio público 
que se adoptan y sobre su actividad cotidiana. En el contexto latinoamericano, 
se observa una tendencia al crecimiento de los viajes en automóvil y moto-
cicleta, en detrimento del transporte público, lo cual plantea la necesidad de 
repensar las experiencias de quienes se desplazan, así como los esquemas 
de intermodalidad.

En el caso de Buenos Aires, la ciudad cuenta con una red ferroviaria subur-
bana de más de 800 kilómetros, que cumple un rol vital en la accesibilidad y 
en las posibilidades de desplazamiento entre el área metropolitana y la ciu-
dad central. No obstante, esta red presenta diversas dificultades y restric-
ciones, en particular aquellas derivadas de su diseño radioconcéntrico, con 
una conectividad limitada entre áreas periféricas. A ello se suma el hecho de 
que los aproximadamente 800 kilómetros actuales corresponden, en gran 
medida, a la misma extensión existente hace un siglo, cuando la población 
era considerablemente menor. En términos generales, prácticamente no se 
han incorporado nuevos kilómetros de red, en parte como consecuencia del 
auge de la infraestructura orientada al automóvil y del incremento sostenido 
en su uso.

Por su parte, la red de subterráneos, inaugurada en 1913 con la línea A, tuvo 
su principal etapa de desarrollo hacia la década de 1940, aunque posterior-
mente experimentó un crecimiento muy lento. A partir de los años 2000 se 
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construyó la línea H y se incorporó una pequeña extensión de la línea E. En 
cuanto a la calidad del espacio en las estaciones, en algunos casos —como el 
de Chacarita (actual estación Villa Crespo)— se articulan el metro subterráneo, 
el ferrocarril y un importante nodo de intercambio de colectivos. Si bien estos 
espacios presentan cierto nivel de calidad urbana y actividad comercial en 
su interior, no se observa una concepción integrada orientada a potenciar 
el desarrollo ferroviario como fuente de ingresos adicionales. Más aún, cabe 
señalar que las modificaciones recientes al Código Urbanístico de la ciudad 
evidencian una marcada disociación entre la infraestructura de transporte y 
los sectores donde se promueve una mayor densificación urbana. En relación 
con el financiamiento, resulta relevante destacar que, si bien en las áreas de 
mayor densificación se aplica el impuesto a la plusvalía, dichos recursos no 
necesariamente se reinvierten en las infraestructuras de transporte que esa 
misma densificación demanda.

Algunos de los tratamientos de los espacios bajo viaductos en Buenos Aires 
resultan particularmente sórdidos y se insertan en contextos de degradación 
urbana. Aun así, existen ciertas excepciones en las que se observan locales 
gastronómicos de una calidad apreciable, aunque estas situaciones constitu-
yen más bien la excepción que la regla frente a la baja calidad predominante 
de los espacios ubicados bajo autopistas y viaductos ferroviarios. Parte de 
la discusión radica en comprender cómo convive la infraestructura ferrovia-
ria con la ciudad, especialmente considerando que este tipo de obras suele 
materializarse a través de infraestructuras de gran escala y alto consumo de 
suelo y hormigón, en detrimento de una ciudad que requiere más espacios 
verdes. Por otra parte, como contrapartida al desarrollo de locales gastronó-
micos en determinados tramos de los bajoviaductos, se ha señalado un efecto 
negativo en los barrios afectados y una desviación de objetivos de servicio 
de transporte público a objetivos de desarrollo comercial e inmobiliario. Esta 
situación se vincula, entre otros factores, con el aumento de la motorización 
como acción sustitutiva de un transporte público asequible, lo que plantea 
un escenario complejo tanto para la toma de decisiones en materia de polí-
ticas públicas como para la vida cotidiana de las personas, en términos de 
seguridad vial, congestión y calidad urbana.

A modo de reflexión final, y a partir de las experiencias analizadas, resulta 
pertinente señalar que la mejora de la infraestructura de transporte tiende 
a incrementar la densidad urbana, lo cual exige una mayor provisión de ser-
vicios. Sin embargo, en numerosos casos las políticas urbanas no se orien-
tan a la consolidación de estos servicios integrales, desaprovechando así 
las grandes inversiones realizadas en infraestructura de transporte público 
y manteniendo elevados niveles de desplazamiento, particularmente en el 
contexto latinoamericano. Frente a ello, debe reconocerse que la integración 
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de distintas políticas sectoriales —por ejemplo, las vinculadas a la migración o 
a los desplazamientos urbanos— con las políticas urbanísticas suele presentar 
importantes dificultades. Este problema no es exclusivo de América Latina, 
ya que incluso ciudades con sistemas de planificación más maduros o sofis-
ticados enfrentan desafíos similares. No obstante, la experiencia japonesa, 
particularmente en Tokio, resulta ilustrativa en la medida en que la planifica-
ción del transporte, la movilidad y las infraestructuras asociadas se regula y 
ajusta a escala de cada corredor.

En contextos más rezagados en términos de los procesos y soluciones vin-
culados a la densificación urbana y al desarrollo de infraestructuras, resulta 
fundamental anticipar escenarios futuros y asegurar que las áreas donde se 
promueve una mayor densidad cuenten con una adecuada provisión de trans-
porte público. Ello requiere la innovación y la implementación de herramientas 
e instrumentos de planificación urbana capaces de enfrentar los desafíos 
asociados al crecimiento de las ciudades, en especial en sus zonas periféricas. 
Disponer de marcos normativos y modelos de gestión que articulen de manera 
coherente la infraestructura con las modalidades de crecimiento urbano y 
los procesos de densificación constituye una herramienta a la que las ciuda-
des de la región no deberían renunciar, en función de los modelos de ciudad 
perseguidos tanto por los gobiernos urbanos como por la misma ciudadanía.
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